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también declaró lesiva del art. 28.1 C.E., una decisión
empresarial que denegaba a un representante de la sec-
ción sindical de CNT la condición de delegado sindical
con los derechos del art. 10.3 L.O.L.S., disfrutados ante-
riormente, al estar la misma fundada en la negativa del
delegado a suministrar a la empresa el dato de los tra-
bajadores afiliados al sindicato que representaba.

En definitiva, también la voluntad empresarial cuando
amplía los derechos sindicales legales o reconocidos por
convenio colectivo, se encuentra limitada por el derecho
de libertad sindical constitucionalmente garantizado por
el art. 28.1 C.E.

5. Una vez admitida la aplicación del art. 28.1 C.E.
a la cuestión planteada por la demanda de amparo debe
concluirse, sin embargo, que no se aprecia en el presente
supuesto la vulneración del derecho de libertad sindical
que el recurrente de amparo denuncia.

En primer lugar, el actor nada alega en su demanda
de amparo en relación con una eventual motivación anti-
sindical en lo que él califica de supresión «sin explica-
ciones» de la mejora o ventaja sindical que había dis-
frutado con anterioridad. A este respecto, ha de ser des-
tacado que el actor, en su demanda inicial ante la juris-
dicción social, sí vinculó la lesión de la libertad sindical
a una sanción empresarial encubierta ante una actividad
de denuncia protagonizada por el sindicato CNT; sin
embargo, esta pretensión no fue estimada en la Sen-
tencia de instancia y, sobre todo, como queda dicho,
en la demanda de amparo nada se alega al respecto.

En el presente supuesto, ni de los hechos probados,
ni de lo actuado se deduce indicio alguno del que quepa
deducir alguna forma de conexión entre la previa acti-
vidad sindical del actor, o del sindicato que representa,
y la decisión de la empresa, que recordando al actor
que no le correspondía, a tenor de la normativa aplicable,
el crédito horario de cuarenta horas semanales para acti-
vidades sindicales que venía utilizando, expresaba su
voluntad de suprimir la ventaja sindical hasta entonces
concedida.

Atendiendo pues a todo lo anterior, hemos de con-
venir con el Ministerio Fiscal que la resolución judicial
impugnada, que, atendiendo a los hechos probados y
a las circunstancias concurrentes del caso, consideró
que la decisión empresarial cuestionada era ajena a todo
propósito de menoscabar el derecho de la libertad sin-
dical, no ha vulnerado el art. 28.1 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de mayo de dos mil.—Car-
les Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

11465 Sala Primera. Sentencia 133/2000, de 16 de
mayo de 2000. Recurso de amparo
3.832/1997. Promovido por don José Sán-
chez Barrales respecto de los Autos de la
Audiencia Provincial de Jaén y del Juzgado
de Instrucción núm. 2 de Martos que inad-
mitieron su apelación contra la Sentencia de
dicho Juzgado que le había condenado por
una falta de lesiones. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva (acceso al recurso
penal): inadmisión por extemporánea de la
apelación contra una Sentencia dictada en jui-
cio de faltas que resulta arbitraria, porque con-
sidera hábiles todos los días.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.832/97, interpuesto
por don José Sánchez Barrales, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Paloma Cebrián Pala-
cios, asistida del Letrado don Emilio Hernández Revuelta,
contra Auto de la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial de Jaén de 1 de septiembre de 1997 (rollo núm.
59/97), por el que se desestima el recurso de queja
contra el Auto de 20 de mayo de 1997 del Juzgado
de Instrucción núm. 2 de Martos (Jaén), que inadmite
el recurso de apelación contra la Sentencia dictada por
el referido Juzgado en el juicio de faltas núm. 25/97.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Fernando Garrido Falla, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
22 de septiembre de 1997, don José Sánchez Barrales
solicitó el nombramiento de Procurador y Abogado de
oficio para recurrir en amparo contra los Autos citados
en el encabezamiento, por virtud de los cuales se declara
la inadmisión a trámite del recurso de apelación inter-
puesto por el demandante de amparo contra la Sentencia
dictada el 13 de mayo de 1997 por el Juzgado de Ins-
trucción núm. 2 de Martos (Jaén) en el juicio de faltas
núm. 25/97.

2. Por providencia de 6 de octubre de 1997, la Sec-
ción Segunda de este Tribunal acordó requerir al deman-
dante de amparo por plazo de diez días, de conformidad
con el art. 50.5 LOTC, para que acreditase documen-
talmente la solicitud de Abogado y Procurador de oficio
al Servicio de Orientación Jurídica del Colegio de Abo-
gados de Madrid. Cumplimentado dicho requerimiento,
y recibidos en este Tribunal los despachos respectivos
del Colegio de Procuradores de Madrid y del Consejo
General de la Abogacía, mediante providencia de 1
diciembre de 1997 la Sección Segunda de este Tribunal
acuerda tener por designados a la Procuradora doña
Paloma Cebrián Palacios y al Letrado don Emilio Her-
nández Revuelta para la representación y defensa del
recurrente, otorgándoles un plazo de veinte días para
que formulasen la correspondiente demanda de amparo,
la cual tuvo entrada en el registro general del Tribunal
Constitucional el 8 de enero de 1998.
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3. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son los que a continuación se
expresan:

a) El recurrente en amparo fue condenado por el
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Martos (Jaén) como
autor de una falta de lesiones (juicio de faltas núm.
25/97), a la pena de sesenta días de multa, a razón
de 1.000 pesetas por día, así como a indemnizar a su
víctima en la cantidad de 180.000 pesetas, siéndole
notificada la Sentencia condenatoria el día 13 de mayo
de 1997, con la advertencia de que podía interponer
contra ella recurso de apelación ante la Audiencia Pro-
vincial de Jaén en el término de los cinco días siguientes.

b) Como quiera que el quinto día del plazo con-
cedido fuera domingo, el ahora demandante de amparo
presentó el escrito de interposición del recurso de ape-
lación el siguiente día, lunes 19 de mayo de 1997, lo
que motivó que el Juez de Instrucción entendiera que
el recurso había sido formulado fuera del plazo legal
de los cinco días y dictara Auto de fecha 20 de mayo
de 1997, decretando su inadmisión.

c) El Auto del Juzgado fue recurrido en queja ante
la Audiencia Provincial de Jaén, que lo confirmó por
Auto de 1 de septiembre de 1997, fundado en que todos
los días son hábiles «dentro de lo que la Ley llama ins-
trucción de las causas, período en el cual se encuentran
indudablemente englobados la instrucción del sumario
y los recursos interpuestos dentro de ella contra las reso-
luciones judiciales...».

4. El recurso de amparo se interpone contra los
Autos referidos, interesando la nulidad de los mismos,
a fin de que se admita a trámite y resuelva el recurso
de apelación presentado por el recurrente de amparo
contra la Sentencia recaída en el juicio de faltas núm.
25/97 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Martos
(Jaén).

Mediante otrosí, se solicita que se decrete la sus-
pensión de la ejecución de las resoluciones recurridas.

Alega el recurrente que la interpretación realizada
en las resoluciones judiciales impugnadas de los arts.
182 a 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (L.O.P.J.)
lesiona su derecho fundamental a la tutela judicial efec-
tiva, al excluir irracional y arbitrariamente su derecho
a recurrir en apelación, produciéndole indefensión (art.
24.1 C.E.).

En efecto —razona el recurrente— tanto el Juzgado
de Instrucción como la Audiencia Provincial parten del
error patente, a la hora de computar el plazo para la
interposición del recurso de apelación, de entender que
estamos ante la instrucción de una causa criminal, para
la cual son hábiles todos los días del año (art. 184
L.O.P.J.), cuando ello no es cierto, ya que se trata de
un recurso de apelación interpuesto frente a una Sen-
tencia dictada en un juicio de faltas, Sentencia que de
ninguna manera puede encuadrarse dentro de los actos
jurisdiccionales de instrucción, por lo que para el cóm-
puto de los plazos del recurso de apelación se excluyen
los días inhábiles y si, como acontecía en el presente
caso, el último día de plazo es inhábil, se entiende prorro-
gado al primer día hábil siguiente (art. 185 L.O.P.J.).

5. Por providencia de 2 de abril de 1998, la Sección
Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y requerir al Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Martos y a la Audiencia Provincial de Jaén
para que remitiesen respectivamente testimonio del jui-
cio de faltas núm. 25/97 y del rollo de Sala núm. 59/97,
interesando, asimismo, el emplazamiento de quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, para que en
el plazo de diez días pudieran comparecer en el recurso
de amparo.

6. En la misma fecha, la Sección Segunda dictó pro-
videncia acordando formar la oportuna pieza para la tra-
mitación del incidente sobre suspensión y, conforme a
lo dispuesto en el art. 56 LOTC, conceder a la parte
recurrente y al Ministerio Fiscal un plazo común de tres
días para que alegaran lo que estimaran pertinente sobre
dicha suspensión. Formuladas las oportunas alegacio-
nes, la Sala Primera dictó Auto el 4 de mayo de 1998
denegando la suspensión solicitada.

7. Por providencia de 1 de junio de 1998, la Sección
Primera acordó tener por recibidos los emplazamientos
interesados y, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC,
dar vista de las actuaciones por plazo común de veinte
días al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo, para
que dentro de dicho término pudieran alegar lo que a
su derecho conviniera.

8. El Ministerio Fiscal formuló alegaciones mediante
escrito registrado el 1 de julio de 1998. Entiende el
Ministerio Fiscal que las resoluciones judiciales impug-
nadas parten de una interpretación irracional y arbitraria
de los arts. 182 a 185 L.O.P.J., al entender que el término
«instrucción» comprende la totalidad de la causa, abar-
cando incluso la Sentencia definitiva y el recurso de ape-
lación que pueda interponerse contra ella, interpretación
evidentemente errónea, a la vista del tenor literal de
los preceptos y que supone, además, un olvido de los
más elementales principios estructurales del proceso
penal, más aún al tratarse de un juicio de faltas, en el
que ni siquiera existe una fase de instrucción propia-
mente dicha.

Se produjo así, a juicio del Ministerio Fiscal, una lesión
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, que
garantiza y reconoce el art. 24.1 C.E., con indefensión
material para el recurrente, pues primero el Juzgado de
Instrucción y más tarde la Audiencia Provincial, mediante
una interpretación evidentemente errónea y carente de
toda fundamentación racional de las normas aplicables,
afirmaron que el recurso de apelación contra una sen-
tencia definitiva es un acto de instrucción penal, o com-
prendido dentro de ella, y se negaron a admitir el recurso
presentado el siguiente día hábil al último del plazo legal-
mente concedido para ello, por ser éste inhábil, impi-
diendo con ello al penado someter su causa a una segun-
da instancia.

Por lo expuesto, el Ministerio Fiscal interesa se dicte
Sentencia estimando el amparo por violación del art.
24.1 C.E., declarando la nulidad de los Autos recurridos
y ordenando la admisión del recurso de apelación inter-
puesto por el demandante el día 19 de mayo de 1997.

9. La representación procesal del recurrente en
amparo registró su escrito de alegaciones el 16 de junio
de 1998, reiterando básicamente las alegaciones con-
tenidas en la demanda de amparo.

10. Por providencia de 12 de mayo de 2000, se
señaló para la deliberación y fallo de la presente Sen-
tencia el día 16 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Alega el demandante de amparo que los Autos
recurridos, dictados por la Audiencia Provincial de Jaén
el 1 de septiembre de 1997 y el Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Martos el 20 de mayo de 1997, en juicio
de faltas, han vulnerado su derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.), al inadmitir el
recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia
recaída en el referido procedimiento, por haber enten-
dido arbitraria y erróneamente que dicho recurso fue
presentado fuera de plazo. En los mismos términos se
pronuncia el Ministerio Fiscal.
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2. Repetidamente ha señalado nuestra jurispruden-
cia que es función de este Tribunal el examen de los
motivos y argumentos en que se funde la decisión judicial
impugnada con el fin de comprobar si son razonables
desde una perspectiva constitucional, corrigiendo en
esta vía de amparo cualquier interpretación arbitraria
o totalmente infundada o que resulte de un error patente
con relevancia constitucional (SSTC 23/1987, de 23
de febrero, FJ 3; 201/1987, de 16 de diciembre, FJ
4; 36/1988, de 3 de marzo, FJ 1; 159/1989, de 6
de octubre, FJ 6; 63/1990, de 2 de abril, FJ 2;
101/1992, de 25 de junio, FJ 2; 192/1992, de 16
de noviembre, FJ 2; 55/1993, de 15 de febrero, FJ
5; 5/1995, de 10 de enero, FJ 3; 99/1995, de 20 de
junio, FJ 4; 160/1996, de 15 de octubre, FJ 4;
180/1998, de 17 de septiembre, FJ 3, y 100/1999,
de 31 de mayo, FJ 2, por todas).

En concreto, y en relación con las lesiones de dere-
chos fundamentales que puedan producirse en la fase
de los recursos contra resoluciones judiciales, como aho-
ra es el caso, también se ha dicho que, una vez diseñado
el sistema de recursos por las Leyes de enjuiciamiento
de cada orden jurisdiccional, el derecho a su utilización,
tal y como se regula en ellas, pasa a formar parte del
contenido del derecho a la tutela judicial efectiva y, por
tanto, ésta puede resultar menoscabada si se impide
el acceso a las instancias supraordenadas con obstáculos
indebidos o por denegación injustificada, no explicada
o debida a un error imputable al órgano judicial (SSTC
130/1987, de 17 de julio, FJ 2; 28/1994, de 27 de
enero, FJ 2; 190/1994, de 20 de junio, FJ 2; 37/1995,
de 7 de febrero, FJ 5; 186/1995, de 14 de diciembre,
FJ 2, y 60/1999, de 12 de abril, entre otras muchas).

3. Asimismo constituye reiterada doctrina de este
Tribunal que el cómputo de los plazos procesales es
cuestión de mera legalidad ordinaria atribuida, en prin-
cipio, a los órganos judiciales en el ejercicio de la exclu-
siva potestad jurisdiccional que les atribuye el art. 117.3
C.E. No obstante, el tema adquiere dimensión consti-
tucional y es susceptible, por tanto, de residenciarse en
la correspondiente vía de amparo, cuando la decisión
judicial suponga la inadmisión de un proceso o de un
recurso, o la pérdida de algún trámite u oportunidad
procesal prevista en el ordenamiento jurídico para hacer
valer los propios derechos o intereses de parte con enti-
dad suficiente para considerar que su omisión es deter-
minante de indefensión, siempre que tal decisión haya
sido adoptada partiendo de un cómputo en el que sea
apreciable error patente, fundamentación insuficiente,
irrazonable o arbitraria o se haya utilizado un criterio
interpretativo desfavorable para la efectividad del dere-
cho a la tutela judicial efectiva sin indefensión, consa-
grado en el art. 24.1 C.E. (SSTC 1/1989, de 16 de enero,
FJ 3; 32/1989, de 13 de febrero, FJ 2; 65/1989, de
7 de abril, FJ 2; 201/1992, de 19 de noviembre, FJ
2; 220/1993, de 30 de junio, FJ 4; 322/1993, de 8
de noviembre, FJ 3; 191/1997, de 10 de noviembre,
FJ único; 215/1997, de 27 de noviembre, FJ único,
y 89/1999, de 26 de mayo, FFJJ 3 y 4, entre otras
muchas).

Como ha mantenido reiteradamente este Tribunal, el
Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos,
de conformidad con el cual han de interpretarse las nor-
mas sobre derechos fundamentales reconocidos por la
Constitución a tenor de lo dispuesto en el art. 10.2 de
ésta, consagra en su art. 14.5 el derecho de toda persona
declarada culpable de un delito a que el fallo conde-
natorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos
a un Tribunal superior, conforme a lo prescrito por la
Ley, lo que obliga a considerar que entre las garantías
del proceso penal a las que genéricamente se refiere
la Constitución, se encuentra la del recurso ante un Tri-

bunal superior. Por ello, si, en general, la existencia de
un recurso legalmente previsto impone a Jueces y Tri-
bunales una interpretación de la norma procesal teleo-
lógicamente fundada y orientada a no impedir el acceso
al conocimiento judicial por formalismos irrazonables
(SSTC 54/1984, de 4 de mayo, FJ único; 59/1988,
de 6 de abril, FJ 4; 174/1988, de 3 de octubre, FJ
2; 64/1992, de 29 de abril, FJ 3, y 77/1993, de 1
de marzo, FJ 3, entre otras), esta interpretación viene
aún más reforzada por su relevancia constitucional cuan-
do, como en el presente caso sucede, el recurso tiende
a revisar una resolución de condena en materia penal,
dada la trascendencia que el proceso impugnatorio tiene
por sí mismo desde la perspectiva del art. 24.1 C.E. (SSTC
154/1987, de 14 de octubre, FJ 2; 37/1988, de 3
de marzo, FJ 5; 106/1988, de 8 de junio, FJ 2; 91/1994,
de 21 de marzo, FJ 4; 190/1994, de 20 de junio, FJ 2;
88/1997, de 5 de mayo, FJ 2; 185/1998, de 28 de
septiembre, FJ 3, y 120/1999, de 28 de junio, FJ 2,
por todas).

4. A la vista de la doctrina expuesta, ha de concluirse
que procede estimar el presente recurso de amparo, toda
vez que las resoluciones judiciales impugnadas funda-
mentan su decisión de inadmitir el recurso de apelación
interpuesto por el ahora demandante de amparo en una
interpretación notoriamente arbitraria e infundada de las
normas reguladoras del cómputo de los plazos pro-
cesales.

En efecto, sólo desde un entendimiento tan equivo-
cado de la legalidad ordinaria puede entenderse —como
lo hacen las resoluciones impugnadas— que la previsión
legal de que a los efectos de «la instrucción de las causas
criminales» sean considerados hábiles todos los días y
horas sin necesidad de habilitación (art. 184 L.O.P.J.),
resulte aplicable al plazo previsto para interponer recurso
de apelación frente a la Sentencia dictada en un juicio
de faltas, en el sentido de que dicho plazo deba com-
putarse por días naturales, sin tener que descontar del
mismo los días inhábiles (art. 185 L.O.P.J.); pues es evi-
dente que sobre tal plazo no operan en absoluto las
razones de urgencia que fundamentan la citada previsión
legal, ni puede afirmarse que la fase de impugnación
de la Sentencia sea incardinable en la fase de «instruc-
ción de las causas criminales».

Como señala el Ministerio Fiscal, tratándose de las
causas criminales, la especialidad en materia de cómputo
de plazos procesales, de conformidad con el art. 184
L.O.P.J., se limita a los actos de instrucción, pareciendo
razonable la interpretación de que tal especialidad alcan-
ce no sólo a los actos de investigación y aseguramiento
en sentido estricto, sino a cuantos actos procesales se
lleven a cabo durante la fase destinada a esos fines,
pero sin que pueda extenderse a otros actos realizados
fuera de ella, lógicamente.

Por ello queda referido el concepto de instrucción
a aquellos actos procesales que, como señalan las SSTC
145/1988, de 12 de julio, FJ 7, y 32/1994, de 31
de enero, FJ 5, tienen por objeto la finalidad contemplada
por el art. 299 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
(L.E.Crim.), esto es, la preparación del juicio, por medio
de actuaciones encaminadas a averiguar y hacer constar
la perpetración de los delitos, sus circunstancias y la
culpabilidad de sus autores, así como a asegurar sus
personas y sus responsabilidades pecuniarias.

Frente a esta interpretación de las normas regula-
doras del cómputo de los plazos en el proceso penal,
única posible en vista del tenor literal de los arts. 182
a 185 L.O.P.J., la interpretación realizada por las reso-
luciones impugnadas, que entienden que el concepto
de instrucción comprende la totalidad de la causa, abar-
cando incluso la Sentencia definitiva y el recurso de ape-
lación que puede interponerse contra ella, no puede cali-
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ficarse sino de irracional y arbitraria. El recurso de ape-
lación se interpone contra la Sentencia dictada por un
órgano jurisdiccional (el Juez de Instrucción, en este
caso), el cual, con anterioridad, ha procedido a tramitar
las diligencias necesarias para la oportuna celebración
del juicio de faltas. La circunstancia de que, de con-
formidad con la legislación vigente, el conocimiento y
fallo de los juicios de faltas corresponda al Juez de Ins-
trucción [o, en su caso, al Juez de Paz, de conformidad
con los arts. 87.1 b) y 100.2 L.O.P.J. y art. 14, primero,
L.E.Crim.], sin que exista una fase de instrucción pro-
piamente dicha, no autoriza a interpretar la totalidad del
juicio de faltas como instrucción, y menos aún el recurso
de apelación interpuesto contra la Sentencia recaída en
ese juicio.

Por otra parte, la invocación que, como pretendido
apoyo a su errónea interpretación, realizan los Autos
impugnados de la doctrina sentada en nuestras SSTC
1/1989, de 16 de enero, y 52/1990, de 26 de marzo,
resulta improcedente, pues los supuestos contemplados
difieren completamente del planteado en el asunto que
al presente nos ocupa.

En consecuencia, el recurso de apelación interpuesto
por el recurrente el 19 de mayo de 1997 (lunes) contra
la Sentencia recaída en el juicio de faltas núm. 25/97
del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Martos, notificada
el 13 de mayo de 1997, debió ser admitido a trámite,
al haber sido presentado dentro del plazo de cinco días
previsto en el art. 976 L.E.Crim. computados de con-
formidad con lo dispuesto en los arts. 182 y 185 L.O.P.J.,
esto es, excluyendo los inhábiles y entendiendo prorro-
gado el plazo al primer día hábil siguiente si el último
día de plazo fuere inhábil, como era precisamente el
caso.

5. En definitiva, la demanda de amparo debe ser
estimada, pues la arbitraria e irrazonable interpretación
de las normas reguladoras de los plazos procesales rea-
lizada en los Autos impugnados ha determinado para
el recurrente la imposibilidad de recurrir en apelación
frente a una Sentencia penal condenatoria, vulnerándose
así su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
que consagra el art. 24.1 C.E., en cuanto garantía del
derecho a la doble instancia en materia penal que rige
también en los juicios de faltas (SSTC 242/1988, de 19
de diciembre, FJ 2; 83/1992, de 28 de mayo, FJ 1,
y 150/1996, de 30 de septiembre, FJ 3, entre otras),
como derecho de toda persona declarada culpable a
que el fallo condenatorio y la pena que se le haya sido
impuesta sean sometidos a un Tribunal superior, con-
forme a lo prescrito por la Ley.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Sánchez
Barrales y, en su virtud:

1.o Reconocer al recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión.

2.o Anular el Auto dictado por la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Jaén el 1 de septiembre
de 1997 en el rollo de Sala núm. 59/97, así como el
Auto dictado por el Juzgado de Instrucción núm. 2 de
Martos en el juicio de faltas núm. 25/97.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento anterior
a esta última resolución judicial, a fin de que el referido
Juzgado no inadmita por extemporáneo el recurso de

apelación interpuesto contra la Sentencia recaída en el
meritado juicio de faltas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de mayo de dos mil.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmados y rubricados.

11466 Sala Primera. Sentencia 134/2000, de 16 de
mayo de 2000. Recurso de amparo
2.462/99. Promovido por don Francesco
Cavallo frente al Auto del Pleno de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional que
declaró procedente la ampliación de su extra-
dicción a Italia para cumplir una condena por
delito contra la salud pública, impuesta por
el Tribunal de Apelación de Brescia. Vulne-
ración del derecho a la defensa: extradición
para cumplir pena de prisión impuesta en jui-
cio celebrado en ausencia del acusado, sin
posibilidad de impugnación ulterior (STC
91/2000). Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.462/99, interpuesto
por don Francesco Cavallo, representado por la Procu-
radora doña Lourdes Amasio Díaz, con la asistencia de
la Letrada doña Ana María Hidalgo Pérez, contra el Auto
de la Sección Primera, Sala de lo Penal, de la Audiencia
Nacional, núm. 46/98, de 23 de diciembre de 1998;
y contra el Auto del Pleno de la Sala de lo Penal de
la misma Audiencia, núm. 25/99, de 26 de abril de
1999, dictado en recurso de súplica núm. 6/99 contra
el anterior. Ambos Autos impugnados accedieron de for-
ma incondicionada al requerimiento de extradición for-
mulado por la República de Italia respecto de don Fran-
cesco Cavallo y que había dado lugar al procedimiento
de extradición núm. 41/97 del Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 1. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha
sido Ponente el Magistrado don Pablo Cachón Villar,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Juzgado de
guardia de Madrid el 7 de junio de 1999, la Procuradora
doña Lourdes Amasio Díaz, en nombre y representación
de don Francesco Cavallo, y bajo la dirección letrada
de doña Ana María Hidalgo Pérez, interpuso recurso de
amparo contra el Auto 25/99 del Pleno de la Sala de lo
Penal de la Audiencia Nacional, de 26 de abril de 1999,
que desestima el recurso de súplica formulado contra
el dictado por la Sección Primera con fecha 23 de diciem-
bre de 1998 en el procedimiento de extradición 41/97,
rollo de Sala 86/97, que declaró la procedencia de la
entrega del recurrente a la República de Italia.


